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RESUMEN
La gobernanza ambiental consiste en es-
tablecer dos vías de intervención territo-
rial diferentes pero complementarias: la vía 
coercitiva del Estado y la vía reguladora del 
mercado. Este artículo constituye un intento 
por comprender una estrategia alternativa de 
gobernanza que confronta este enfoque y, en 
consecuencia, estas dos vías de intervención. 
Se trata del Territorio Campesino Agroalimen-
tario del Macizo Colombiano, una propuesta 
que se ha venido implementando, de facto, 
en algunas regiones del país, particularmente 
en varios municipios del norte de Nariño y el 
sur del Cauca.

Palabras clave: Gobernanza ambiental, Te-
rritorio campesino agroalimentario, Macizo 
Colombiano.

ABSTRACT
Environmental governance consists of two 
different but complementary intervention 
approaches: the coercive way of the sta-
te and the regulatory way of the market. 
This article is an attempt to comprehend 
an alternative governance strategy that 
confronts this approach and, consequently, 
these two forms of intervention. This is 
about the Agri-food Rural Territory of the 
Colombian Massif, a strategy that has been 
implemented, de facto, in various regions of 
the country, and in several municipalities in 
the north of Nariño and the south of Cauca 
in particular.
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Introducción
El Consejo Nacional de Política Económica y 
Social aprobó el 16 de enero de 2018 un docu-
mento que define los “lineamientos de política 
para la construcción e implementación de un 
modelo de desarrollo regional sostenible en el 
Macizo colombiano”. Conocido como el CON-
PES 3915, este documento propone un con-
junto de estrategias para enfrentar las pro-
blemáticas más urgentes relacionadas con la 
gobernabilidad, la institucionalidad y la es-
tabilidad social, económica y ambiental de la 
región. Estas problemáticas se sintetizan en 
tres ejes: i) el deterioro del capital natural, el 
aumento de la vulnerabilidad ante desastres 
naturales y el cambio climático; ii) las activida-
des productivas que afectan la sostenibilidad 
del territorio y aportan al cambio climático; y 
iii) la debilidad institucional para generar go-
bernanza en el territorio, lo que obstaculiza el 
desarrollo de acciones oportunas, coordinadas 
y eficientes (DNP, 2018, p. 8). 

Desde esta perspectiva, lo que “obstaculiza el 
desarrollo de acciones oportunas, coordinadas 
y eficientes” para restaurar el capital natural 
y resolver los conflictos socioambientales, es 
“la multiplicidad de actores con diversos inte-
reses” y “su escasa articulación” (Ibíd., p. 70). 
Ante esto, el documento expone la necesidad 
de construir una “visión compartida del terri-
torio” capaz de propiciar “un sano equilibrio 
entre el Estado, la sociedad civil y el mercado” 
(Ibíd., p. 24). La ausencia de articulación se 
presenta, entonces, como una de las princi-
pales causas de las problemáticas y conflictos 
que tiene la región del Macizo colombiano. 

Sin embargo, este discurso contrasta con las 
interpretaciones que realizan algunos sectores 
y grupos sociales del Macizo colombiano para 
quienes la escasa articulación se debe, más 
bien, a la imposición de una racionalidad polí-
tica que prioriza los intereses de las empresas 

extractivas y no de las población que habitan  
la región. No se trata, entonces, de falta de 
voluntad política, sino de unos desacuerdos 
que, por su propia naturaleza, impiden cons-
truir una visión compartida del territorio. Tan-
to a nivel nacional, como en la región maci-
ceña en particular, las consultas populares de 
los últimos años contra el extractivismo (2013-
2019)1, así como las masivas movilizaciones 
sociales de la última década (Cruz, 2017), po-
nen en cuestión la tesis de un “sano equili-
bro” entre los diferentes actores y niveles de 
gobierno2. Esto obliga a repensar el concepto 
de gobernanza desde sus propios lugares de 
enunciación y a partir de los límites que ella 
misma tiende a producir. 

Davies (2011) afirma que la gobernanza es 
una estrategia hegemónica. De acuerdo con 
esta tesis – que se contrapone a los análisis 
que generalmente se producen en la acade-
mia – la gobernanza es un dispositivo de je-
rarquización, control y domino que, de forma 
sutil, tiende a invisibilizar las contradicciones 
al tiempo que las profundiza. Para el caso del 

1	Las comunidades de Piedras (2013) y Cajamarca (2017) 
en Tolima, de Tauramena (2013) en Casanare, de Ca-
brera (2017) y Arbeláez (2017) en Cundinamarca, de 
Pijao (2017) en Quindío y de Sucre (2017) y Jesús María 
(2017) en Santander, adelantaron consultas populares 
para frenar proyectos extractivos mineros y de hidro-
carburos. Sin embargo, la Corte Constitucional tumbó la 
ley que le otorgaba a estas consultas el poder de veto. 
La contundencia de estas consultas populares, particu-
larmente la de Cumaral, Meta, fue lo que detonó las mo-
dificaciones jurisprudenciales para limitar la participa-
ción ciudadana. Algunos municipios, como San Lorenzo 
(2018) en Nariño y Mercaderes (2019) en Cauca, reali-
zaron consultas populares autogestionadas sin el apoyo 
de la Registraduría Nacional. En todos estos casos hubo 
un rechazo enfático a los proyectos extractivos.

2	Este escenario de gobernanza en el Macizo colombia-
no fue preparado en 1978, por la UNESCO, cuando esta 
región fue declarada como Reserva de Biosfera. El ca-
rácter experimental de esta figura tiene el propósito de 
conciliar la protección de los ecosistemas con la amplía-
ción de proyectos productivos en el marco del “desarro-
llo sostenible”. De esta manera, el Macizo colombiano se 
convierte en una zona de alto valor estratégico y geopo-
lítico a nivel global. 
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Macizo colombiano, como en muchas otras 
regiones del planeta, el discurso de la gober-
nanza parece estar, en efecto, inclinado a fa-
vorecer unos intereses por encima de otros. 
Más que la participación, la debilidad institu-
cional o la falta de articulación, lo que está en 
juego es una disputa entre formas de pensar, 
de habitar y de ordenar el territorio, entre las 
que difícilmente podrá llegar a establecerse un 
“sano equilibrio” o, como mínimo, una alianza.

En este orden de ideas, la gobernanza puede 
pensarse como una tecnología de pacificación. 
Quizás tenga razón Duffield (2001, p. 34. La 
traducción es nuestra), en que “la actual preo-
cupación de la gobernanza global gira entorno 
al establecimiento de la paz liberal al interior 
de sus conflictivas fronteras”: evitar o resolver 
conflictos bélicos de alta intensidad para re-
estructurar el funcionamiento de la economía 
de mercado y ampliar la explotación sostenible 
del capital natural. ¿Es la gobernanza, enton-
ces, un conjunto de prácticas de coordinación 
y cooperación, como suele afirmarse, o un 
“caballo de troya” que intensifica y reproduce 
las contradicciones socioecológicas en los te-
rritorios una vez se introduce en ellos?  

Teniendo en cuenta estas y otras cuestiones, 
el presente artículo tiene el propósito de con-
trastar el proceso de gobernanza ambiental 
que impulsa el Gobierno nacional, el sector 
privado y los organismos internacionales en el 
Macizo colombiano, con una forma de organi-
zación ambiental del territorio que se constru-
ye a través del proceso conocido como el Te-
rritorio Campesino Agroalimentario (TCA) del 
norte de Nariño y el sur del Cauca.

La gobernanza ambiental como 
racionalidad política
La gobernanza ambiental es uno de esos 
tantos conceptos polisémicos que inundan 

nuestro vocabulario político. Su uso está aso-
ciado, casi siempre, a las prácticas de «buen 
gobierno», o «buena gobernanza», estipuladas 
por organismos internacionales como el Fondo 
Monetario Internacional (IMF, 1997), el Ban-
co Mundial (Lateef, 2016), las Naciones Uni-
das (United Nations, 2014), la Unión Europea 
(European Commission, 2014), la Organización 
Mundial del Comercio (Sampson, 2008) o la 
Organización para la Cooperación y el Desa-
rrollo Económicos (Schuler, 2008). En gene-
ral, la gobernanza hace referencia a un nueva 
fase política que se caracteriza por propiciar la 
creación de “redes” de compromiso, coopera-
ción y coordinación entre los actores sociales. 
Esa capacidad, casi performativa, de construir 
redes, le está garantizada por su propia natu-
raleza o, como mínimo, legitimada. Por eso se 
valora positivamente que el Estado organice 
su propia retirada del escenario público por-
que permite que los demás actores determi-
nen, en un juego relativamente ecuánime, las 
relaciones sociales, económicas y políticas. En 
este sentido, la gobernanza puede entenderse 
como una práctica de gobierno (en tanto ac-
tividad) liberada de los excesos y abusos que 
suele tener el gobierno (en tanto institución). 
Lo que este concepto viene a indicar, en otras 
palabras, es que la sociedad civil se está li-
berando del poder soberano y, por lo tanto, 
opresor, que sobre ella ejerce el Estado.  

Esta concepción de gobernanza da por senta-
do un relativo equilibrio político e institucio-
nal al considerar, a priori, la existencia de una 
cierta estabilidad social, política, económica, 
cultural y emocional3. De acuerdo con la teoría 

3	Richards (2007) realiza una aproximación a la gestión 
social y a la administración pública desde el concepto 
de gobernanza emocional, que implica, en pocas pala-
bras, tomar el conocimiento intuitivo que utilizan los 
medio masivos de información para fortalecer procesos 
de comunicación emocional y crear marcos cognitivos 
que permitan promover los principios de la buena go-
bernanza. El discurso del “terrorismo” es un buen caso 
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de la gobernanza4, esta estabilidad produce 
las condiciones para que todas las partes pue-
dan tener las mismas oportunidades y acordar 
un proyecto común. Desde el punto de vista 
socioeconómico, la gobernanza no determina 
los resultados, pero sí permite equilibrar los 
poderes para que todas las personas tengan 
la posibilidad de alcanzar un nivel de vida óp-
timo (Berggruen y Gardels, 2013; Dominguez, 
2015; Drobot, 2010; Kooiman, 2003; Stoker, 
2019). ¿Qué hace posible este equilibrio? Una 
economía de mercado que, guiada por el prin-
cipio del laissez-faire, genera mejores oportu-
nidades de empleo y riqueza. Además, somete 
al gobierno (léase, el Estado) a los designios 
de la gente (léase, la sociedad civil), y no al re-
vés. Como señalan Berggruen y Gardels (2013, 
p. 105. La traducción es nuestra), “la competi-
tividad obliga al gobierno a ser más disciplina-
do”. Por esta razón, la «buena gobernanza» se 
convierte en el fundamento para una «buena 
sociedad», y la «buena gobernanza ambiental» 
en la base para construir una «buena socie-
dad sostenible». La gobernanza es, entonces, 
el resultado de un desplazamiento que, des-
de las formas tradicionales de poder político, 
produce nuevos estilos de gobierno motivados 
por la aparición de unas “redes” (governance 
networks) que permiten que las instituciones 
estatales y no estatales puedan coordinarse 
de forma fluida, horizontal y justa5. 

Para Laval y Dardot (2015, p. 278) “la polise-
mia del término es una indicación de su uso”. 

de gobernanza emocional que, como argumenta el au-
tor, tiene la capacidad de crear una suerte de “seguridad 
ontológica” por medio de las redes que los medios masi-
vos de información, articulados en este tipo de discurso, 
tejen a modo de una “matriz psicosocial” que absorve 
la subjetividad. Véanse, para un contraste crítico, las 
reflexiones de Foucault en Seguridad, Territorio y Po-
blación, en particular las clases del 18 y 25 de enero de 
1978.

4	Para un análisis minucioso sobre la evolución teórica y 
práctica de la gobernanza, véase Beunen et al. (2015).

5	Como afirma (Rhodes, 2017), las redes son la Primarii 
Lapidis de la gobernanza.

Un uso que revela dimensiones que general-
mente se ocultan bajo el prisma de interpre-
taciones demasiado ingenuas que consideran 
que la gobernanza es el resultado lógico de 
ciertas condiciones materiales y simbólicas. El 
término proviene del latín gobernantia (siglo 
XIII) que designa el hecho y el arte de go-
bernar (Gaudin, 2002). Sin embargo, el uso 
de este concepto, que coincide, actualmen-
te, con la traducción del término anglosajón 
“governance”, se desdobla en las nociones de 
soberanía y gobierno. En este sentido, la go-
bernanza desplaza el principio de soberanía 
popular para instalar las prácticas de “buena 
gobernanza” heredadas del management em-
presarial. La “gobernanza corporativa”, es de-
cir, la forma que toma la política interna de 
las empresas, se convierte, paúlatinamente, 
en una metáfora de la política al extenderse 
al dominio de lo público (Brown, 2001). La go-
bernanza no supone, como suele afirmarse, el 
retroceso del Estado sino más bien “la trans-
formación de la acción pública, haciendo del 
Estado una esfera regida, también ella, por re-
glas de competencia y sometida a exigencias 
de eficacia semejantes a las que conocen las 
empresas privadas” (Laval y Dardot, 2015, p. 
275). Abordar la gobernaza desde la metafora 
de las redes contribuye muy poco, por no decir 
nada, a su comprensión política6. Como señala 
Brown (2001) la gobernanza hace referencia 
“a aquellas formas de gobierno que no se atre-
ven a llamar «gobierno»”. La gobernanza no 
sería, por lo tanto, una cuestión en sí misma, 
sino una de las formas que toma el problema 
del Estado, que, como señala Foucault no es 
más que “el efecto móvil de un régimen de 
gubernamentalidades múltiples” (2007, p. 96).

6	Para una análisis crítico sobre la gobernanza, véanse 
Monedero (2003, 2008), Davies (2011), de Sousa San-
tos y Garavito (2007) y Jessop (2016). Para una crítica 
del concepto de “redes de gobernanza”, véase Davies 
(2011, 2014a, 2014b). En lo sucesivo, el artículo toma 
algunos elementos de estas fuentes.
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En este sentido, la gobernanza ambiental ven-
dría a ser una suerte de estratagema para ho-
mogenizar, a través de la competencia econó-
mica, un proyecto socioecológico específico y 
una forma de organización territorial concreta. 
Un régimen gubernamental que, a través de 
una modalidad específica de administración 
estatal, produce un cierto tipo de subjetividad. 
En otras palabras, una racionalidad política 
(Foucault, 2007). Como afirma Backer, “mien-
tras los actores no gubernamentales ejercen el 
poder de gobernanza, ninguno de estos siste-
mas ha logrado alcanzar la velocidad de esca-
pe suficiente para alejarse de la orbita del Es-
tado” (2012, p. 89. La traducción es nuestra). 
Más allá del debate sobre las posibilidades de 
un gobierno sin Estado (o de una gobernan-
za sin gobierno como lo plantea Backer), un 
análisis menos ingenuo sobre la gobernanza 
delata una práctica de gubernamentalidad o, 
si se quiere, un nuevo modo de gobierno que 
busca resolver las tensiones entre legitimidad, 
gubernamentalidad y soberanía7. Como seña-
la Foucault en Nacimiento de la Biopolítica, en 
“la distinción entre Estado y sociedad civil” es 
posible ver “una forma de esquematización 
propia de una tecnología específica de gobier-
no” (2007, p. 361). Y esto es precisamente lo 
que oculta la gobernanza: si en un principio 
la virtud de este desplazamiento era justa-
mente destacar la novedad política de una 
forma de gobierno en gobernanza (governing 
as governance)8, lo que realmente se revela 

7	Como afirma Monedero, “si la tesis crítica en los años 
setenta era la legitimidad y la antítesis capitalista la 
gobernabilidad, en los años noventa la gobernanza se 
presenta como una falsa síntesis, toda vez que no cues-
tiona en modo alguno el modelo que generó la protesta” 
(2008, p. 158). Y Jessop, en esta misma vía, señala que, 
a principios de los años 60 del siglo XX, las elites nacio-
nales y transnacionales “expresaron una enorme preo-
cupación […] sobre varios de los problemas que estaban 
empezando a enfrentar las democracias liberales, como 
la sobrecarga gubernamental, la crisis de legitimidad y 
los problemas de ingobernabilidad, situación que con-
dujo a la búsqueda de arreglos políticos y sociales para 
enfrentarlos” (2016, p. 164. La traducción es nuestra).

8	Véase Kooiman (2003).

es que la gobernanza es una forma específi-
ca de gobierno (governance as governing) que 
no está desvinculada del Estado9. Ahora bien, 
lo que aquí consideramos problemático, no es 
el inevitable vínculo entre gobernanza y Es-
tado, sino más bien las transformaciones que 
se producen al interior de este último y sus 
efectos en la acción pública. Las condiciones 
sobre las que se fundamenta la gobernanza 
son, en realidad, los modos en que se expresa 
la racionalidad neoliberal en su búsqueda por 
generalizar la competencia como norma de 
conducta y la empresa como modelo para la 
acción pública. En términos foucaultianos, la 
configuración biopolítica que se despliega con 
la gobernanza, no sólo implica un ejercicio del 
poder pastoral sobre individuos, sino también, 
sobre territorios. Es decir, un poder capaz de 
crear las condiciones adecuadas para que los 
territorios puedan ser ordenados en clave de 
“capital natural”.    

Lo que resulta interesante de la gobernanza 
es justamente lo que se oculta bajo su tutela, 
es decir, las contradicciones10 que mágicamen-
te cree superadas. Sousa Santos y Garavito 
aluden, con razón, a “los silencios” de la go-
bernanza y a la falta de mención de conceptos 
como “transformación social, participación po-
pular, contrato social, justicia social, relacio-
nes de poder y conflicto social” (2007, p. 36). 
Algunos autores consideran que no es apropia-
do aplicar el conceto de gobernanza en otros 
contextos (Bassols y Mendoza, 2011), pero esa 

9	Estamos de acuerdo con Davies en que “las teorías post-
tradicionales tienen una lectura errada de la supuesta 
transformación del gobierno en gobernanza”. Y que “una 
tarea central para repensar la gobernanza implica, por 
lo tanto, determinar por qué ‘las redes de gobernanza’ 
no cumplen con las promesas de una ‘gobernanza en 
red’” (2011, p. 3. La traducción es nuestra).  

10 Nos referimos, principalmente, a las dos contradicciones 
del capital interpretadas desde el marxismo: la contra-
dicción capital-trabajo (Marx, 2014) y la contradicción 
capital-naturaleza (O’Connor, 1991). Véase, para un 
análisis más amplio, el libro Diecisiete contradicciones 
y el fin del capitalismo de David Harvey (2014).	
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es justamente su función: ser un universal po-
lítico, una nueva racionalidad gubernamental 
a nivel global capaz de desplegar “la lógica del 
mercado como lógica normativa generalizada, 
desde el Estado hasta lo más íntimo de la sub-
jetividad” (Laval y Dardot, 2015, p. 25). Como 
vemos, las contradicciones que se creían su-
peradas parecen más bien reforzarse. Por eso 
el desplazamiento conceptual y político al que 
alude la gobernanza, más que describir ana-
líticamente un estado de cosas, lo proyecta 
normativamente. La gobernanza es, en este 
sentido, una forma de gatopardismo11. 

Ahora bien, para introducir nuestro análisis, es 
necesario contar con una definición de gober-
nanza ambiental que destaque, precisamente, 
su carácter agonístico y geopolítico. Una defi-
nición que permita ubicar, dialécticamente, su 
función en el marco de los entramados asimé-
tricos de las relaciones de poder que se acu-
mulan dinámica e históricamente en los terri-
torios. La ecología política es, en este orden de 
ideas, un buen punto de referencia. Según De 
Castro et al., la gobernanza ambiental es “el 
proceso de formulación y refutación de imáge-
nes, diseños y ejecución de los procedimientos 
y prácticas que configuran el acceso, control y 
uso de los recursos naturales entre actores di-
ferentes” (2015, p. 18). Más allá de la retórica 
oficial – normativa y maniquea – este concep-
to también se suele utilizar, en menor medida, 
para hacer referencia a las disputas políticas 

11 Monedero desarrolla la discusión sobre el Estado en re-
lación con la gobernanza y la globalización en Disfraces 
del Leviatán. El Estado, señala, “en modo alguno está 
desapareciendo, sino que, debido principalmente a la 
debilidad de las clases populares –o , desde su rever-
so, a causa de la hegemonía clara y consciente de las 
élites globalizadas –, se están superando elementos de 
la forma Estado nacional keynesiano para adaptarlo a 
la necesidad de una estatalidad funcional al capitalis-
mo globalizado” (2008, p. 60). Como afirma Jessop, el 
neoliberalismo “disfraza la naturaleza del poder de cla-
se mucho mejor que cuando el aparato de Estado está 
abiertamente controlado por las clases dominantes o 
por los gerentes estatales” (2016, p. 211. La traducción 
es nuestra).	

que se libran en el terreno de las relaciones 
socioambientales. Desde esta perspectiva, 
la gobernanza ambiental está asociada a los 
modos contemporáneos en que se reorgani-
zan y reconfiguran los procesos de gestión de 
los «recursos naturales» a distintas escalas y 
entre actores muy diversos. O, como señala 
Davies (2011), a las disputas por la hegemo-
nía. Por eso aquí utilizamos la gobernanza, no 
solo como un concepto (Jessop, 2016; Kooi-
man, 2003; Ostrom, 2014 ) o como un proce-
so social (Gabriel, 2014; Robbins & Luginbuhl, 
2007; Rueda, 2012; Weston y Bollier, 2013), 
sino, y sobre todo, como un escenario explíci-
to de confrontación política y de reproducción 
semiótico-material de la naturaleza (Davies, 
2011, 2014a, 2014b; De Castro et al., 2015; 
Hogenboom et al., 2012). 

Conflicto, desarrollo 
y gobernanza en el Macizo 
colombiano

Teniendo en cuenta estas definiciones es 
posible ubicar la probemática del Macizo 
colombiano en clave de gobernanza. Como 
otras regiones rurales del país y del mundo, 
la estrella fluvial más grande de Colombia 
está siendo sometida a un modelo de 
«ordenamiento» que no está en sintonía con 
los intereses y anhelos de sus pobladores, y 
que guarda poca o ninguna coherencia con los 
reajustes metabólicos que necesita el planeta. 
Desde la década de los 90 del siglo pasado, 
esta región ha experimentado un proceso de 
transformación muy profundo y doloroso que 
está modificando sustancialmente su geografía 
física y política. En el Macizo colombiano las 
lagunas, los cerros, las montañas y los páramos 
están experimentando cambios geofísicos 
muy intensos y en algunos casos irreversibles. 
Asimismo, los pobladores campesinos, 
indígenas, negros y mestizos de esta región 
están siendo sometidos a condiciones de 
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pobreza, despojo y lumpenización que incuban 
nuevos conflictos y profundizan la violencia. 
En efecto, los ríos y tierras del Macizo corren 
el riesgo de seguir deteriorándose como 
consecuencia de la presión tecnológica del 
modelo extractivista que, además, amenaza los 
sistemas agroecológicos de las comunidades.

De acuerdo con los “Lineamientos de política 
y estrategias para el Ordenamiento territorial y 
el desarrollo sostenible del Macizo colombiano 
(2015-2018)” del Departamento Nacional de Pla-
neación, las principales problemáticas del Macizo 
están asociadas a la “sostenibilidad ambiental”, 
a las “actividades productivas” y a la “gobernan-
za multinivel” (DNP, 2015). Pero ¿cuáles son los 
principales detonantes de estas problemáticas? 
Para los pobladores, el modelo de ordenamien-
to territorial, que responde al Plan Nacional de 
Desarrollo y a sus estrategias transversales de 
política12, es la principal causa.  

Contrario al espíritu de descentralización y au-
tonomía consagrado en la Constitución Políti-
ca de 91 y en la ley 388 de 1997, el modelo 
económico subordina los procesos de ordena-
miento territorial a los planes de desarrollo del 
Gobierno Nacional.  El CONPES 3915, aproba-
do el 16 de enero de 2018, subordinó el orde-
namiento territorial a la estrategia de «creci-
miento verde». De entrada, el ordenamiento 
y la gobernanza del territorio están enraiza-
dos en la matriz desarrollista que promueve 
la inversión, el control territorial por parte del 
Estado central y la mercantilización de los eco-
sistemas (DNP, 2018; Mantilla, 2012). Como 
afirman de Sousa Santos y Garavito, la glo-
balización neoliberal “no le quitó al Estado su 
centralidad, sino que, en lugar de ello, lo reo-
rientó para que fuera más útil a los intereses 
del capital global” (2007, p. 24). 

12 Entrevista a R. Elio Delgado, 2017.

Este modelo de organización del territorio im-
pone un orden que tiende a desconocer, ex-
cluir y criminalizar otros modelos como los 
Resguardos Indígenas, las Zonas de Reserva 
Campesina o los Territorios Campesinos Agro-
alimentarios, por nombrar solo algunos. El 
ordenamiento territorial promovido por el Go-
bierno funciona como un mecanismo geopolí-
tico que intensifica los conflictos por el uso, la 
distribución y la apropiación de los bienes co-
munes o vitales13. Incluso en los casos donde 
la misma ley ampara la autonomía territorial, 
como en los Resguardos Indígenas, los Terri-
torios Ancestrales o los Territorios Colectivos 
Afrocolombianos, no dejan de presentarse 
conflictos como consecuencia de las huellas 
que van dejando las locomotoras del desarro-
llo, una metáfora perversa pero muy apropia-
da para describir la forma en que opera la go-
bernanza en colombia14. 

Ahora bien, para el campesinado colombiano el 
problema es mucho más complejo debido a que 
el modelo de desarrollo rural no lo reconoce 
como sujeto político. Hoy en día el campesinado 
carece de las herramientas jurídicas necesarias 
para proteger sus derechos frente a un mode-
lo de desarrollo basado en un reordenamiento 
de los territorios que favorece los intereses del 
capital en detrimento de las economías locales. 
De ahí que el ordenamiento territorial en Co-
lombia sea un escenario de disputa permanen-
te, no sólo por los medios técnicos e ideológicos 
para su producción y reproducción, sino por el 
sentido mismo de su función pública.

13 De ahora en adelante utilizaremos el concepto de bie-
nes comunes o bienes vitales, salvo que sea pertinente 
utilizar otras acepciones. Véase Mattei (2013).

14 Como señala Mantilla, “no es una metáfora inocente la 
usada por el Gobierno Santos para hablar de su plan 
económico. La locomotora es la imagen por excelencia 
para mostrar la ideología de progreso, la máquina que 
vence la naturaleza, que no tiene reversa, que trans-
porta mercancías y personas, y que se mueve con re-
gularidad” (2012, p. 12).
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Bebbington e Hinojosa (2007) identifican cinco 
campos temáticos bastante útiles para enten-
der la lógica actual de los procesos de ordena-
miento territorial y gobernanza. Estos campos 
introducen unas condiciones materiales y sim-
bólicas que profundizan las contradicciones y 
que la teoría de la gobernanza siempre aborda 
a través de rodeos. El primero de ellos es la 
neoliberalización, que supone un rediseño ins-
titucional para modificar los derechos de acce-
so y control de los bienes comunes. En segundo 
lugar, y como complemento del anterior, está 
la transnacionalización de la economía y de la 
política donde los actores globales se introdu-
cen en territorios locales modificándolos de 
múltiples maneras. El siguiente campo temá-
tico es el de la movilización social que emerge 
como consecuencia de los dos anteriores. Este 
campo permite reconocer los procesos de ac-
ción colectiva encaminados a contrarrestar las 
formas en que la neoliberalización y la trans-
nacionalización configuran el territorio rural.  

Ahora bien, la intensidad con que se desarro-
llan los procesos extractivos genera las condi-
ciones para un cuarto campo temático: el de la 
desintegración de las estructuras sociales lo-
cales, sus costumbres, sus formas de gobierno 
y sus economías propias. El siguiente y último 
campo es el de la reterritorialización, que tiene 
lugar cuando se logra configurar un «orden» 
territorial determinado por la correlación de 
fuerzas. Hoy el proceso de reconfiguración te-
rritorial en el país está generando profundas 
transformaciones ecosistémicas y sociales. 
El Estado y el mercado, que son los que, en 
últimas, lideran los procesos de gobernanza, 
tienen la capacidad de “producir estructuras 
nacionales con territorios locales incorporados 
a circuitos económicos internacionales” (Beb-
bington e Hinojosa, 2007, p. 303). 

Ahora bien, los esquemas de gobernanza am-
biental suelen enfocarse en los dos primeros 

campos a través de la proliferación de marcos 
internacionales en materia de medio ambien-
te, de la intervención y transformación estatal, 
y del incentivo para la cooperación internacio-
nal. Esto explica, en buena parte, por qué la 
política ambiental en Colombia es disfuncional 
y por qué ha conducido a la consolidación de 
un proceso de ordenamiento territorial que 
deteriora la naturaleza y el tejido social15. Ante 
esta realidad, surge la necesidad de producir 
otras formas de reterritorialización sobre la 
base de la protección y dignificación de la vida 
en todas sus formas. 

Es importante aclarar, en todo caso, que la 
gobernanza ambiental no es únicamente una 
estrategia retórica. Desde la ecología política 
latinoamericana lo que se constata es la in-
troducción de otras lógicas de gobierno ten-
dientes a desarticular los procesos endógenos 
de organización política. Esto coadyuva, en-
tre otras cosas, a potenciar los procesos de 
transformación del Estado, especialmente en 
Colombia y América Latina, donde la gober-
nanza no encuentra los mismos factores que 
propiciaron su aparición.   

EL giro eco-territorial  
en el Macizo Colombiano

...hemos seguido los pasos  
de los pueblos indígenas

Robert Daza, 
Líder Campesino del CIMA 

El Macizo colombiano se extiende por 89 mu-
nicipios en los departamentos de Nariño, Putu-
mayo, Huila, Cauca, Caquetá, Tolima y Valle. En 
Cauca y Nariño, donde se está implementando 

15 �Como señalan Guhl Nannetti y Leiva (2015, p. 32), nos 
encontramos en un nuevo paradigma del desarrollo 
“en el que el medio ambiente sano deja de entenderse 
como un límite racional a los impactos de las activida-
des del desarrollo y se convierte en un espacio para la 
gestión del sector privado y la realización de negocios”.
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el Territorio Campesino Agroalimentario, se 
concentran, respectivamente, el 25% y el 14% 
de los 481 títulos mineros que tiene esta re-
gión. Hay al menos 134 permisos para explo-
ración minera de los cuales ya se han otorgado 
más de 4 títulos a las empresas Anglo Gold 
Ashanty y Gran Colombia Gold (Duarte, 2017; 
DNP, 2018). Los títulos y solicitudes en el terri-
torio muestran el cruce entre distintas territo-
rialidades: unas de carácter popular, campesi-
no, indígena y agroalimentario que entran en 
conflicto con otras de carácter corporativo, ex-
tractivo y desarrollista. Empresas como Con-
tinental Gold, Anglo Gold, Carbo Andes, entre 
otras, acaparan más de 30.000 hectáreas de 
tierra para proyectos extractivos a gran escala 
(Mantilla, 2017; Agencia Prensa Rural, 13 de 
julio de 2017). 

Estos proyectos están amenazando la vida 
campesina de la región donde prevalece el 
minifundio (de máximo 4 hectáreas) para el 
desarrollo de actividades principalmente agrí-
colas. El Macizo colombiano ha perdido más 
de 500.000 mil hectáreas de bosques a causa 
de las actividades agroindustriales y mineras 
(IGAC, 2015). Por esta razón, las comunida-
des campesinas de la región han tenido que 
confrontar la penetración violenta del capital, 
principalmente transnacional. Y si esto las ha 
llevado a generar ciertos niveles de inestabi-
lidad política e institucional, o a rechazar los 
pactos que proponen el Estado y las empre-
sas, no es precisamente por capricho. Se trata 
de un conflicto entre dos modelos de gobernar 
y organizar el territorio donde se pone en jue-
go la vida misma.

Algunas autoridades locales del Macizo, como 
Miller Eloy Muñoz, exalcalde de Villanueva, 
Nariño (2016-2109), han sido enfáticas en re-
cordarle a la Agencia Nacional de Licencias 
Ambientales (ANLA) y a la Agencia Nacional 
de Tierras (ANT) que la comunidad no está de 

acuerdo con las concesiones mineras en el te-
rritorio. Frente a la grave situación ecológica y 
humanitaria que vive la región, las comunida-
des han tenido que repensar la región, o como 
diría Noguera (2004), repoetizar y reconstruir 
su mundo. Con el propósito de neutralizar esa 
racionalidad, extractivista y desarrollista, las 
comunidades insisten en la construcción desde 
lo local, en la adopción de marcos cognitivos 
biocéntricos y en la articulación de las luchas 
populares por la justicia social y ecológica. En 
este proceso se hace visible, constantemente, 
la contradicción entre gobernanza y soberanía 
que mencionamos anteriormente.  

La llegada de las empresas transnacionales de 
minería a la región, el narcotráfico y las di-
námicas del conflicto armado, han provocado 
fuertes tensiones, no sólo por las alteraciones 
que han sufrido los ecosistemas, sino también 
por los cambios que han provocado en la geo-
grafía política16. Desde 1975 hasta el día de hoy, 
ha habido un ascenso significativo de las luchas 
socioecológicas en el Macizo, particularmente 
en el norte de Nariño y el sur del Cauca. Dentro 
de las reivindicaciones principales se encuen-
tran: el rechazo a la industrialización de la agri-
cultura, la exigencia de reformas a la política 
agraria para favorecer al mediano y pequeño 
productor, el respeto a la soberanía territorial 
y alimentaria, el pago cumplido de salarios a 
médicos y enfermeras y la suspensión de pro-
yectos mineros (García, 2017, p. 9).

Para las comunidades maciceñas, este modelo 
de desarrollo es una estrategia para territo-
rializar las políticas económicas neoliberales y 
propiciar la inversión extranjera por medio de 
la regionalización, los planes de consolidación 

16 �El 5 de diciembre de 2011, organizaciones campesinas 
de la región denunciaron que “la empresa Gran Colom-
bia Gold, con el apoyo del Gobierno Nacional, llegó a 
San Lorenzo y Arboleda a fabricar un conflicto que no 
había” (REDHER).
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y la mercantilización de los ecosistemas (Man-
tilla, 2012, p. 15–18). Esta estrategia de terri-
torialización tiene como consecuencia la des-
territorialización del campesinado como sujeto 
político. En tanto discurso, el desarrollo “ter-
mina transversalizando todas las dimensiones 
de la vida, surgiendo como principio rector una 
lógica lineal donde no queda espacio para la 
diferencia” (Rincón, 2012, p. 64). El actual 
desconocimiento del campesinado como su-
jeto de derechos colectivos impide que se le 
reconozca su derecho individual y colectivo a 
la tierra, a sus formas autónomas de cons-
truir el territorio y al establecimiento obliga-
torio de mecanismos de participación (Casti-
lla, 2016). Pero el orden que buscan imponer 
las empresas mineras, los organismos eco-
nómicos internacionales, las instituciones del 
Estado y los actores armados, no solo preten-
de modificar sustancialmente el metabolismo 
socioeconómico de la región, generando con-
diciones de desigualdad social e inseguridad 
alimentaria, sino también la propia subjetivi-
dad política de la comunidad.

Con el TCA las comunidades del norte de Na-
riño y el sur del Cauca construyen un proceso 
de organización ambiental del territorio que 
articula la lucha por la justicia ambiental (de-
rechos humanos) con la lucha por la justicia 
ecológica (derechos de la naturaleza) (Rincón, 
2017, 2017a; Cruz, 2017a). La imposición del 
modelo de desarrollo capitalista ha incitado 
nuevas formas de participación y movilización 
social que focalizan sus esfuerzos en la defen-
sa de lo común y de los derechos humanos en 
un contexto de violencia socioeconómica muy 
intenso. Estamos ante un caso de ambienta-
lización de las luchas indígenas y campesinas 
(Leff, 2003, p. 37-38); o lo que Svampa (2012, 
p. 190) denomina, un giro eco-territorial “que 
da cuenta cada vez más del cruce innovador 
entre matriz indígena-comunitario y el discur-
so ambientalista”. 

Durante sus tres décadas de lucha, el Comité 
de Integración del Macizo Colombiano (CIMA)
ha ido introduciendo en la región la temática 
ambiental a través de la lucha por el recono-
cimiento del campesinado como sujeto político 
y la configuración de un pensamiento agroam-
biental que desafía los esquemas desarrollis-
tas, antropocéntricos y patriarcales del modelo 
hegemónico. Como podrá apreciarse más ade-
lante, lo agroambiental cumple un papel muy 
importante en la configuración del TCA, ya que 
determina su carácter articulador y su función 
protectora (Duarte, 2017).

La gobernanza ambiental 
en el Territorio campesino 
agroalimentario

¡Cuando las transnacionales mineras 
amenazaron con llevarse el agua, reac-
cionamos!

Amanda Martínez 
Lideresa Campesina del Macizo 

Si los movimientos de oposición quieren 
ser algo más que estrellas fugaces que se 
consumen cual fogonazos en el cielo noc-
turno, tendrán que propugnar un proyec-
to bastante integral de lo que debería im-
plantarse en lugar de nuestro deteriorado 
sistema, así como estrategias políticas se-
rias para alcanzar esos objetivos. 

Naomi Klein 
Esto lo cambia todo: el capitalismo contra el clima

Aunque la gobernanza ambiental tenga la apa-
riencia de una red conformada por interaccio-
nes horizontales entre los diferentes actores 
sociales para gestionar ambientalmente el te-
rritorio, desde una mirada crítica surgen otros 
elementos que suelen ocultarse bajo la retó-
rica del discurso hegemónico. Por eso resulta 
apropiado utilizar, en adelante, la definición de 
De Castro et al., según la cual la gobernanza 
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ambiental es, más bien, “el proceso de for-
mulación y refutación de imágenes, diseños 
y ejecución de los procedimientos y prácti-
cas que configuran el acceso, control y uso de 
los recursos naturales entre actores diferen-
tes” (2015, p. 18). Entendida de este modo, 
la gobernanza ambiental hace referencia a la 
configuración de un espacio político donde se 
disputan las diferentes estrategias para orde-
nar ambientalmente el territorio.  Por eso el 
TCA es un proceso que instala mecanismos 
de participación popular, pero que propende 
también por instancias de decisión jerárquicas 
que garanticen el control y la protección del 
territorio. Solo en clave de “control territorial” 
es posible afirmar que el TCA es un proceso de 
gobernanza ambiental:

Cuando decimos control territorial, esta-
mos hablando entonces de cerrarle filas a 
las multinacionales para el extractivismo, 
porque estos territorios que hoy pensa-
mos configurar como Zonas de Reserva o 
como Territorios Campesinos Agroalimen-
tarios son los más solicitados por multina-
cionales para minería (CNMH y FUNDESU-
MA, 2017: 483).

Esta es una de las razones por las cuales el 
TCA es una amenaza para el establishment. 
No solo pone en cuestión el supuesto de un 
“sano equilibrio entre el Estado, la sociedad 
civil y el mercado”, sino que además profundi-
za sus contradicciones. No cabe duda de que 
la represión, persecución y estigmatización 
del movimiento social, ambiental y popular se 
debe, justamente, al avance que han tenido 
las comunidades en materia organizativa y al 
contrapeso que han hecho a los esfuerzos de 
la gobernanza neoliberal por llenar los vacíos 
que ha producido la violencia estructural. En 
entrevista con Desde Abajo, Víctor Collazos, 
líder regional del CIMA, señala lo siguiente, a 
propósito de la muerte de cuatro indígenas y 

tres campesinos en Cauca y Nariño durante el 
mes de agosto de 2016:

Durante el tiempo de la campaña, había 
una posición muy férrea de la organiza-
ción comunitaria por construir planes de 
vida desde las localidades y por la defensa 
del territorio Se había hecho un foro gran-
de y en el foro se había determinado que 
el territorio de Almaguer era para que la 
gente conviviera, para sembrar alimentos 
y para cuidar el agua y la diversidad del 
medio ambiente. Había cierta oposición 
comunitaria a la minería por el grado de 
contaminación que genera la minería ile-
gal, aunque Almaguer está siendo solicita-
do también por la minería transnacional. 
Entonces miramos ese proceso electoral 
cruzado por presión de grupos armados 
y por todo lo de la minería que se impidió 
en defensa del territorio y del medio am-
biente, y por eso creemos que en alguna 
medida éstas son circunstancias determi-
nantes de estas muertes (Bolívar, 2016).

El asesinato, persecución y criminalización son 
algunas de las estrategias usadas para acabar 
con las comunidades y sus protocolos sociales 
de ordenación del territorio. Las comunidades 
campesinas de la región del norte de Nariño 
y el sur del Cauca han tenido que resistir la 
penetración violenta del capital extranjero en 
su territorio. Sin embargo, han utilizado esta 
situación para repensar su territorio, sus rela-
ciones políticas y en general, su propia existen-
cia. Como diría Álvaro García Linera, se produ-
jo una tensión creativa que ha dado origen a 
un quehacer político en el que las capacidades 
individuales y colectivas se orientan hacia la 
construcción de valores y prácticas transfor-
madoras del territorio.

Esta creatividad es la respuesta política a una 
forma de organizar el territorio que está en 
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contradicción con la vida misma y que requie-
re, sin lugar a dudas, de soluciones radicales 
y profundas en diferentes dimensiones: epis-
témicas, sociales, políticas, culturales, tecnoló-
gicas y económicas. Como lo han manifestado 
las diferentes organizaciones que hacen parte 
de la Cumbre Agraria:  

El país necesita un proceso de Ordena-
miento Territorial donde sean las comuni-
dades quienes redefinan la manera como 
se organiza la producción, se distribuye el 
uso del suelo, se gobierna el subsuelo, y se 
protegen el aire, el agua, los ecosistemas 
estratégicos y los medios de vida de las 
comunidades agrarias. Ese ordenamien-
to apuntará a armonizar la conservación 
del medio natural con el aprovechamien-
to para la pervivencia de las comunidades 
agrarias (Cumbre Agraria, 2014).

Este mandato colectivo ha sido asumido con 
creatividad, organización y compromiso por 
las comunidades del norte de Nariño y el sur 
del Cauca que construyen Territorio Campesi-
no Agroalimentario. La disputa consiste, en-
tonces, en refutar y reformular colectivamente 
las prácticas que configuran el acceso, control 
y uso de los bienes comunes en el marco de 
las contradicciones que produce el modelo de 
desarrollo capitalista. Es decir, en confrontar 
la racionalidad política propia del neoliberalis-
mo que se intenta introducir por medio de los 
esquemas dominantes de gobernanza. Como 
fue reconocido por la Agenda Común para la 
Paz desde los Territorios:

Estas luchas han dado origen a una discu-
sión en torno a lo común, entendido en un 
sentido educativo como la capacidad de 
salir de la comprensión clásica de lo gre-
mial y lo político e ir más allá del diálogo 
de saberes para construir negociaciones 
interculturales entre los actores sociales 

populares, de tal manera que sea posible 
definir estrategias de organización y tra-
bajo que representen una salida del an-
tropocentrismo y androcentrismo hacia el 
biocentrismo y el Buen Vivir - Vivir Bien 
y se conviertan en factores fundamenta-
les de unidad, articuladores de agendas y 
constructores de las nuevas formas de los 
movimientos sociales (Mejía, 2017, p. 13).  

Las luchas sociales no sólo tienen el propósito 
de abrir espacios de negociación: buscan tam-
bién afirmar la legitimidad de sus territoriali-
dades, de sus acuerdos, de sus formas de vida. 
Como el Estado, en su forma actual, carece de 
voluntad para intervenir en conflictos sociales 
y atender las demandas de las poblaciones ex-
cluidas, no basta con exigir y negociar, es me-
nester desplegar todo un proyecto territorial 
de «nueva hegemonía» que reivindique otros 
significados, otros sentidos, otras relaciones 
socioambientales y otros diseños productivos 
que garanticen la defensa y protección de los 
bienes comunes. Como afirma Duby Ordoñez, 
lideresa campesina del TCA en el Macizo co-
lombiano y habitante de San Pablo, Nariño, “la 
construcción de territorio tiene que contar con 
todos y todas, y los gobiernos tendrán el de-
ber y la obligación moral de recogerse en esa 
ruta”17. Pero mientras el Gobierno no asuma 
esa obligación moral, la protesta social con-
tinuará siendo uno de los mecanismos más 
efectivos para proteger los territorios. 

Esta es una de las diferencias entre la gober-
nanza y los procesos de autonomía y sobera-
nía territorial: la primera surge para negar e 
invisibilizar el conflicto, mientras que los se-
gundos para afirmarlo y superarlo. Las comu-
nidades saben que deben ir mucho más allá 
de la negociación, de lo contrario el proceso 

17 Entrevista. Archivo personal, Vereda Alto Llano, San 
Pablo, Nariño, 14 de diciembre de 2016. 
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puede quedar enredado en las redes de go-
bernanza que el modelo hegemónico de de-
sarrollo ha creado para mantener el statu 
quo18. La gobernanza ambiental que se lleva 
a cabo desde el Territorio Campesino Agro-
alimentario se convierte en una «geopolítica 
de la resistencia», en la medida en que “las 
comunidades participan de las rivalidades de 
poder en los territorios que habitan y que 
son asediados por otros actores geopolíticos” 
(Portillo, 2016).

En Colombia la protesta social, así como los 
actos de sabotaje popular, no son solo meca-
nismos de presión para abrir procesos de ne-
gociación, son también acontecimientos que 
provocan rupturas que potencialmente pue-
den subvertir el orden establecido. Las pro-
testas pueden instalar instancias de gobierno 
a futuro solo si sus protagonistas son capaces 
de construir poder e instituirse como autori-
dad territorial. De esta manera, soberanía y 
gobierno hacen parte de un mismo proceso. 
El caso de las Rosas, Cauca, en 1991, ilustra 
muy bien este punto. Frente a la negativa del 
Gobierno de atender a las necesidades de la 
población maciceña, la comunidad organizó un 
paro en la Panamericana que obligó al Gobier-
no a sentarse a negociar. Este hecho político 
activó procesos de articulación que permane-
cen vigentes hasta el día de hoy y que han sido 
mucho más importantes que los propios esce-
narios formales de negociación que llegaron a 
generar (Rincón, 2017)19. 

18 El concepto de “red” es el que permite realizar las mo-
dificaciones semiológicas para desplazar los conceptos 
que tienden a problematizar el orden social: “resolución 
de problemas” en vez de “transformaciones sociales”; 
“participación de los interesados” en vez de “partici-
pación popular”; “auto-regulación” en vez de “contrato 
social”; “juego de suma positiva” y “políticas compen-
satorias” en vez de “justicia social”; en vez de “relacio-
nes de poder”, “coordinación”. En definitiva, “cohesión 
social y estabilidad” donde ayer se primaba la idea de 
“conflicto social” (Monedero, 2008, p. 158).

19 Otro ejemplo, son las propuestas de articulación que 
se forjaron en el marco la Cumbre Agraria, Campesina, 

Para finalizar este apartado, es importante 
hacer una breve reflexión sobre la dimensión 
temporal en los procesos de gobernanza. 
Mientras que la gobernanza funciona a corto 
plazo, porque responde a la visión cortopla-
cista de la acumulación de capital, las moda-
lidades de gobierno de los procesos de auto-
nomía y soberanía del Territorio Campesino 
Agroalimentario se proyectan a largo plazo, 
en la medida en que se enmarcan en los pro-
cesos orgánicos de la vida. Tiene razón Riech-
mann cuando afirma que “la sustentabilidad 
puede pensarse como una nueva relación con 
el tiempo” (2011, p. 134). La temporalidad 
de la gobernanza es una temporalidad de la 
gestión eficiente, es decir, económica, de los 
recursos naturales, mientras que la tempo-
ralidad agroalimentaria/agroambiental está 
orientada por un conjunto de relaciones y dis-
posiciones muy complejas entre los elemen-
tos humanos y no humanos que componen el 
territorio. Cuando se reconoce la finitud de 
la naturaleza y su relación con la dimensión 
temporal de las interacciones socioecológi-
cas, se comprende que los cambios que se 
proyectan para superar el desfase deben ser 
superiores a los que lo generaron.  

El agua como principio 
organizador del territorio

El agua es un principio ordenador del te-
rritorio, por lo que mandatamos una ver-
dadera soberanía territorial donde las 
comunidades ejerzan su gobierno propio 
sobre las fuentes hídricas y recuperen las 
tierras originarias arrebatadas. Mandata-
mos que se reconozcan las comunidades 

Étnica y Popular como resultado de las protestas que se 
llevaron a cabo entre el 19 de agosto y el 12 de septiem-
bre de 2013. A pesar del incumplimiento del gobierno de 
Juan Manuel Santos, continúa madurando una apuesta 
de organización territorial coherente con los reajustes 
metabólicos que necesita el planeta y con el anhelo de 
justicia social al que aspiran las comunidades.
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y organizaciones legítimamente consti-
tuidas como autoridad ambiental, social 
y comunitaria, sujetos activos en la cons-
trucción y puesta en práctica de las nor-
mas y mandatos sociales.

Mandato “En materia de agua” 
del Congreso Nacional de Tierras,  

Territorios y Soberanías

La riqueza del Territorio Campesino Agroali-
mentario está en su dinámica organizativa y 
en su horizonte estratégico. Por un lado, por-
que está configurando todo un poder político y 
simbólico para expulsar a las multinacionales 
del territorio y para impedir el avance agresivo 
de la racionalidad neoliberal. El TCA ha sido 
capaz de articular a la comunidad, organizada 
y no organizada, en la construcción de un me-
tabolismo socioeconómico basado en el prin-
cipio agroalimentario/agroambiental20. Por el 
otro, porque constituye una apuesta novedosa 
por una organización ambiental del territorio 
mediante un instrumento de planeación autó-
nomo conocido como el Plan de Vida, Agua y 
Dignidad (PVAD).  

Este plan de vida es un conjunto de propósitos, 
políticas, objetivos y estrategias comunitarias 
para el gobierno de los bienes comunes (CNA, 
2015; Cuenca, 2017). Los autores de este plan 
son las propias comunidades que, al margen 
de los discursos dominantes, viven en perma-
nente diálogo construyendo los lenguajes de 

20 Para el caso del Macizo colombiano, ha venido toman-
do forma un Marco Cognitivo Agroambiental impulsado, 
principalmente, por el Comité de Integración del Ma-
cizo Colombiano – CIMA – y el Coordinador Nacional 
Agrario. Para la comprensión del este Marco Cognitivo, 
recomendamos consultar los dos tomos del libro Crecer 
como un río. Jornaliando cuesta arriba por vida digna, 
integración regional y desarrollo propio del Macizo Co-
lombiano (Rincón, 2017, 2017a), y la tesis de maestría 
de William Bernardo Macías Orozco, “Configuración, di-
námica y elementos del Marco Normativo Agroambien-
tal del Comité de Integración del Macizo Colombiano 
– CIMA” (Macías, 2016).

valoración con los que interpretan y transfor-
man su territorio. El lenguaje de la comunidad 
maciceña es el reflejo de un saber contra-
experto (Svampa, 2012), contrahegemónico 
(de Sousa Santos y Garavito, 2007) y deco-
lonizado (Castro-Gómez y Grosfoguel, 2007), 
que visibiliza aquello que los lenguajes de va-
loración monetaria quieren silenciar: trans-
formación social, conflicto, participación po-
pular, crisis civilizatoria, revolución, justicia,  
lucha de clases, relaciones de poder, protesta 
social, organización política, cultura campesi-
na, sistemas agroalimentarios, madre tierra, 
buen vivir, mejor estar, bienes comunes, en-
tre otros. Sin embargo, esto no quiere decir 
que estas organizaciones estén exentas de 
incoherencias y contradicciones, pues a su in-
terior se reproducen también dinámicas que 
están bastante alejadas de los ideales políti-
cos. Son, en otras palabras, procesos diná-
micos y heterogéneos marcados por una con-
flictividad que es inherente a la propia vida; 
conflictividad que, para la gobernanza, resulta 
demasiado incómoda.  

El plan de vida con el que se construye el TCA 
tiene cinco ejes: un eje de identidad, relacio-
nado con la memoria viva de la comunidad, 
sus saberes y su cultura propia; un eje de te-
rritorio, relacionado con el espacio en el cual 
se satisfacen las necesidades vitales y espiri-
tuales de la comunidad; un eje de organización 
social, que hace referencia a los procesos or-
ganizativos orientados por intereses comunes; 
un eje de producción agroalimentaria/agroam-
biental, que tiene que ver con las actividades 
productivas orientadas a fortalecer la sobera-
nía alimentaria, la economía solidaria y las re-
laciones no instrumentales con el medio am-
biente; y finalmente, un eje de ordenamiento 
territorial propio. Como puede observarse, el 
PVAD es una ruta de acción para una gestión 
comunitaria del territorio. 
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Que el primer mandato del PVAD sea sobre el 
agua no es una casualidad. El Macizo es el cen-
tro de la red hidrográfica de Colombia y cuenta 
con 65 cuerpos lagunares responsables del na-
cimiento de los ríos Magdalena, Cauca, Patía, 
Caquetá, Putumayo y Saldaña. Los nombres 
con los que se conoce esta región destacan 
la importancia de este bien común: la Estrella 
Fluvial de Colombia, el Nudo de Almaguer, la 
Esponja Hídrica de Colombia y la fábrica de 
agua del país, entre otros. 

Con el pasar de los días, las comunidades han 
ido notando una intensa disminución del agua 
como resultado de prácticas antrópicas que 
disminuyen la cobertura vegetal produciendo 
disminución de caudales y pérdida de agua por 
escorrentía y evaporación. Asimismo, la conta-
minación que causan los pobladores y las em-
presas está amenazando este importante bien 
vital. La minería ha sido, en todo caso, su prin-
cipal amenaza y el detonante de una conciencia 
generalizada sobre la importancia de su protec-
ción (Garay, 2014). Alrededor de este bien co-
mún y vital han ido surgiendo múltiples conflic-
tos. Como ya se ha constatado, estos conflictos 
son el resultado de posiciones antagónicas entre 
diferentes formas de comprender el territorio.

El choque entre ambas perspectivas ha gene-
rado un conflicto muy fuerte en la región por el 
control del agua. Las autoridades ambientales, 
por ejemplo, no sólo han sido incompetentes, 
sino que han contribuido a profundizar el mo-
delo extractivo y privatizador en la región. A 
pesar de la creación del Ministerio del Medio 
Ambiente y del Sistema Nacional Ambiental en 
1993, se crearon diversos planes, entidades y 
estrategias como las Corporaciones Autóno-
mas Regionales, los Planes de Ordenamiento y 
Manejo de las Cuencas Hidrográficas, el Vice-
ministerio de Agua y Saneamiento, los Planes 
Departamentales de Agua y la Autoridad Nacio-
nal de Licencias Ambientales. Para el caso del 

Macizo colombiano se creó el Sistema Regional 
de Áreas Protegidas del Macizo (SIRAP Macizo) 
pero los resultados no han sido los esperados. 
Los campesinos y campesinas no confían en la 
voluntad de las autoridades ambientales. La 
gobernanza que estas han ejercicio no recoge 
los sentires de las comunidades. 

En el año 2017 se hundió un proyecto de Acto 
Legislativo que pretendía elevar como norma 
constitucional del derecho fundamental al agua 
en directa oposición a las políticas neolibera-
les del Banco Mundial acogidas por el Gobier-
no nacional. El debate sobre cómo se entiende 
este bien común refleja los diferentes meca-
nismos que lo amenazan. El problema del agua 
en el Macizo es bastante complejo, involucra 
a diversos actores y se expresa de diferen-
tes maneras. Lo que es importante destacar 
en el marco de este artículo es la tendencia a 
privatizar este bien conforme acuerdos y tra-
tados comerciales. Los Planes Departamenta-
les de Agua, y sus esquemas de gobernanza, 
han sido los canales principales a través de los 
cuales se está territorializando esta política. 
Por eso para las comunidades, principalmen-
te para el movimiento social campesino de la 
región, hay una necesidad de construir una le-
galidad local, regional y nacional subalterna, 
como plantean De Sousa Santos y Garavito 
(2007). José Leonardo Molina Muñoz, vocero 
de la Mesa Departamental Agraria en Nariño, 
explica esto de la siguiente manera:

En lo local estamos tratando de vincular 
a las autoridades municipales. Nosotros 
le damos participación, a través de las 
diferentes asambleas que organizamos 
en la región, a los alcaldes, a la UMATA, 
a las entidades ambientales como la CRC 
y CORPONARIÑO, y les hacemos saber a 
ellos qué es lo que estamos haciendo y en 
qué estamos trabajando. Nuestro sueño es 
construir un territorio agroalimentario acá 
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en el norte de Nariño y sur del Cauca. Para 
eso los estamos vinculando, aunque algu-
nos hacen caso omiso. Hay otros que sí es-
tán dispuestos a colaborar en este ejerci-
cio, están con nosotros y nos apoyan. Ellos 
están entendiendo que, si siguen trabajan-
do solos, nunca van a poder salir adelante; 
ellos tienen que trabajar con nosotros, con 
los campesinos, para poder construir la re-
gión que todos queremos21. 

A diferencia del discurso dominante de gober-
nanza, la legalidad aquí no es el resultado de 
un consenso, sino de una disputa abiertamen-
te política. Hay un aprendizaje permanente, un 
diálogo de saberes, un intercambio para apren-
der a ser gobierno y autoridad en el territorio 
entre los pobladores. Pero en el intercambio 
con las autoridades estatales, o con las empre-
sas, los campesinos y campesinas son autori-
dad. El territorio es, en este orden de ideas, 
una propuesta político-comunitaria que transi-
ta hacia lo político-institucional. Como señalan 
Granados y Houghton, “la disputa central de las 
comunidades y organizaciones de base con el 
Estado y el mercado tiene que ver con la impo-
sición […] de una «territorialidad corporativa» 
que expropia el derecho a decidir, al tiempo 
que expropia los recursos, al vaciar de conte-
nido las democracias liberales” (2017, p. 14).  

En el marco de la construcción del TCA en el 
norte de Nariño y el sur del Cauca, queda claro 
que para defender los bienes comunes y vitales 
no basta con ganar capacidad organizativa: es 
necesario crear los organismos y las institucio-
nes adecuadas para fortalecer el gobierno y la 
soberanía locales. Una gobernanza ambiental 
implica, de este modo, un tránsito organizado 
desde la resistencia activa hacia la construc-
ción de propuestas capaces de organizar el 

21	Archivo personal, Entrevista realizada en el Encuentro 
de Autoridades Campesinas del norte de Nariño y el sur 
del Cauca en Colón-Génova, 7 de mayo de 2017. 

territorio de acuerdo con los mandatos cons-
truidos por las propias comunidades. El agua ha 
sido, en el caso del Macizo, el detonante de ese 
tránsito, ya que desató una potencia creadora 
muy importante que movilizó a la comunidad. 
Al igual que en otras regiones del país, en el 
Macizo las autoridades han demostrado ser in-
capaces de gestionar de manera “sustentable” 
el agua. Esto lo han denunciado ampliamente 
las organizaciones comunitarias. Como lo seña-
ló Duby Ordóñez en el II Encuentro de Autori-
dades del Territorio Campesino Agroalimentario 
en Colón-Génova, Nariño el 7 de mayo de 2017:

El Plan de Vida, Agua y Dignidad orienta que 
en 10 años debe haber un plan coherente 
de gestión ambiental comunitaria, con indi-
cadores sociales y ambientales fuertes, ga-
rantizando la oferta sustentable de buenos 
servicios ambientales. Señala que el agua 
es de la gente y no de las empresas priva-
das y recuerda que la región debe avanzar 
en un ejercicio de administración pública/
comunitaria en estos temas. El eje principal 
de integración y gestión ambiental en el te-
rritorio es el manejo comunitario del agua22. 

Palabras finales: 
 
¡Omnia sunt communia! 

[La gobernanza es] un concepto nacido 
para regular, para disciplinar y ocultar el 
conflicto que atraviesa a las sociedades 
occidentales (estatistas, capitalistas, mo-
dernas), pero que deja abiertas puertas 
–si bien pocas y estrechas – para conver-
tirlo en un concepto emancipatorio.

Juan Carlos Monedero 
El gobierno de las palabras

22	Archivo personal, Entrevista realizada en el Encuentro 
de Autoridades Campesinas del norte de Nariño y el sur 
del Cauca en Colón-Génova, 7 de mayo de 2017. 
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Yo creo que el desafío que hacemos al 
sistema, al modelo, es en el sentido de 
que nosotros nos empoderamos; la idea 
es empoderarse, ser gobierno en nues-
tros territorios y determinar lo que no-
sotros queremos hacer en ellos. Enton-
ces cuando hacemos el Plan de Vida, su 
sentido es totalmente opuesto al extrac-
tivismo, porque nosotros queremos la 
vida, queremos la agricultura, queremos 
la alimentación, queremos los bienes vi-
tales como el agua. El neoliberalismo no 
ve esto, ellos ven solamente la ganancia, 
extraer los minerales para exportarlos, 
mientras que nosotros, por el contrario, 
defendemos es la vida: esa es la forma 
de confrontar el modelo neoliberal.

Robert Elio Delgado 
Líder campesino del CIMA

Es común que, contra toda evidencia, los diag-
nósticos de coyuntura y contexto anuncien 
condiciones más democráticas y más apro-
piadas para la disputa política. Para algunos, 
el siglo XXI es el siglo de la paz y del fin de 
los conflictos (o de la posibilidad de tramitar-
los por medios no violentos). Una mirada a las 
prácticas contemporáneas de genocidio revela 
todo lo contrario (Feierstein, 2014). Ni los pro-
cesos de paz del siglo XX y XXI, ni la instau-
ración de gobiernos progresistas en América 
Latina durante las últimas dos décadas, pue-
den tomarse como instancias de una apertura 
democrática en el continente y en el mundo. 
Como señalan Laval y Dardot (2015, p. 29), “el 
profundo error cometido por quienes anuncia-
ron la «muerte del liberalismo» fue confundir 
la representación ideológica que acompaña la 
instauración de las políticas neoliberales con 
la normatividad práctica que caracteriza pro-
piamente al neoliberalismo”. Es cierto que el 
vocabulario político cambia (tanto en la de-
recha como en la izquierda), pero este no se 

corresponde necesariamente con los procesos 
socio-políticos que estamos viviendo. No es-
tamos, precisamente, entrando en un periodo 
de ‘larga paz’ (the long peace) como señala 
Steven Pinkard23. 

La política ambiental en Colombia ha condu-
cido a la consolidación de un modelo de go-
bernanza orientado por políticas neoliberales. 
Estas políticas están encaminadas, exclusiva-
mente, a ordenar los territorios en función del 
crecimiento económico. Como consecuencia, 
se ha impuesto un patrón de gobernanza que 
pasa por alto los acuerdos locales con la pre-
tensión de reemplazarlos por “acuerdos” fun-
cionales a la privatización y mercantilización 
de los ecosistemas, so pretexto del desarrollo 
sostenible. La gobernanza neoliberal despo-
ja a las comunidades de sus medios de vida 
y deteriora sus mecanismos de participación 
para apropiarse de sus bienes comunes. Con 
esta modalidad de gobernanza, la política y 
la economía quedan sustraídas y separadas 
de la comunidad: de la primera se encarga el 
Estado, de la segunda el Mercado. Por eso la 
construcción de la territorialidad campesina 
agroalimentaria presupone una articulación 
entre producción, naturaleza, política y cultu-
ra campesina. 

A diferencia de la gobernanza neoliberal, que 
tiene como punto de partida la privatización 
de la gestión ambiental, el Territorio Campe-
sino Agroalimentario constituye un sistema de 
gobernanza que hunde sus raíces en los vín-
culos comunitarios. Ante el avance violento de 
la racionalidad extractivista, el fortalecimien-
to organizativo para la defensa y construcción 
de lo común, y la creación de estructuras le-
gales e institucionales subalternas que estén 

23 Una lectura articulada de Davies (2011) y Gray (2003, 
2015) puede servir para comprender cómo los discursos 
de ‘paz’ y ‘gobernanza’ terminan funcionando más como 
mecanismos homogenizadores que neutralizan los pro-
cesos de cambio social.	
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en capacidad de protegerlos, se convierten 
en un imperativo. 

La construcción del TCA es una lucha por el 
reajuste de los sistemas productivos con los 
sistemas naturales ante al desajuste metabó-
lico estructural causado por el modelo de de-
sarrollo capitalista. Un primer escenario para 
llevar a cabo este reajuste es el local, donde 
se llevan a cabo luchas muy importantes por 
el reconocimiento del campesinado como su-
jeto político y por la implementación de un 
Plan de vida campesino. Ahora bien, Las solu-
ciones tienen que trascender este escenario. 
Se requieren cambios también desde arriba24. 
La gobernanza no sólo se disputa a nivel lo-
cal. Si esta quiere convertirse en un proceso 
emancipatorio debe confrontar la institucio-
nalidad estatal en todos sus niveles, dentro 
y fuera de ella. No se trata de una lucha por 
el acceso libre de los recursos (del todo para 
todos) sino por la protección organizada de lo 
común (del todo para la comunidad).  

Las formas de gobierno a escala local deben 
contar con el apoyo de instituciones comuna-
les en el marco de una alianza, ya no públi-
co-privada, como actualmente se quiere, sino 
pública-comunitaria. Una alianza que permita 
generar instituciones sólidas que garanticen 
una organización ambiental del territorio res-
paldada por un Estado realmente funcional a 
los intereses populares y comunitarios, y a los 
reajustes metabólicos que se requieren para 
proteger el planeta. 

La construcción de la territorialidad campesi-
na agroalimentaria se basa en la articulación 
de producción, naturaleza, política y cultu-
ra campesina. En la misma vía de la pro-
clama de los campesinos alemanes durante 

24 La disputa por el Estado siempre debe estar presente 
en el horizonte de acción de las luchas socioambienta-
les. Véase Harvey (2011). 

las guerras en el Sacro Imperio Germánico, 
“¡Omnia sunt communia!”, el TCA es un pro-
ceso de producción semiótico-material del 
territorio que se construye desde la recupe-
ración política de lo común. 
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